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EXP. N." 00701-2018-PA,rrC
LIMA
MOISÉS TORRES AR]]NAS

SENTENCIA IN'I'ERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ASUNl'o

llecr¡¡so de agnvio constitucional intcrpuesto por don Moisés Tores Arenas conlra la
rcsolución dc fojas 84, de 10 dc octubre de 2017, expedida por la Quinta Sala Civil de la

Coñe Supcrior de Jüsticia de Lim¿, que dcclaró improcedcntc 1a demanda de amparo-

T'UNDAN'I I'NI'OS

En la scntencia emitida en el Expedientc 00987 2014-PAITC, publicada en el diarro

oTrcial El Peruano cl 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, cn el

fundamento 49, con carácter de precedente, que se cxpedirá sentencia intcrlocutoria
denegaloria, dictada sin más trámite, cuar¡do se presente alguno de los siguientes

supucstos, que igualmente eslán contenidos en el artículo I I del Reglame¡to
Normalivo dcl Tribunal Constitucional:

a) Carezca dc ñlndamentación la supuesta vulneracióD que se iDvoque

Lirna.22 de octubrc de 2018

stión de Derecho contenida eD cl recu$o no sea dc especial

ndencia constitucional
cuestión de Dcrecho invocada contradiga un precedentc dcl Tribunal

Constilucional
d) Se haya dccidido de manera dcsestimatoia en casos sustancialmente iguales.

2. E¡ el auto emitido en el Expediente 05725-2013-PA/TC, publicado el 10 de marzo

de 2015 cn el portal web institucional, este T bunal declaró improcedente la

demanda de amparo quc cuestionaba Ia fecha a partir de la cüal la Oñcina de

Normalización P¡evisional (ONP) otorgó al dema¡dante la pcnsión vitalicia por

enfe¡medad profesional en cumplimiento del mandato judicial contenido en un

pdmcr proccso de amparo que le fue favorable. Se argumentó que lo que rcalmcnte
prctendia era que se dctcrminase si e¡ etapa de ejecución de sentencia se desvirtuó
Io dccidido a su favor en un ante or proceso de amparo, Io cual no es posiblc, toda
vez que es cn cl mismo proceso y no en uno nüevo donde se debe exigir el

cumplimiento de la sentcncia en sus propios términos, haciendo uso de los ¡ccursos
pertinentes.

3. Ill presenle caso cs sustancialmente igual al resuelto, de manera desestimatoria, en

cl auto cmitido en el Expedientc 05725-20 t 3-PA/TC, pucs dc autos se adviefte que

el rccuffente obluvo renta vitalicia mediante la Resolución 344 2006-ONP/DC/DI-
18846, de 12 dc cnero de 2006 (folio 6), emitida por la ONP en cumplimjcnto del



!'Y:"1f
[s& {'!z-t-Er-\BZ

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL tiililtililil llfl] L llflll
EXP. N.' 00701-2018 PA/TC
LIMA
MOISÉS TORRES ARENAS

Inandato judicial contcnido en Ia sentencia cxpedida por la Cua¡ta Sala Civil de la

Cloftc Suporjor de Justicia de Lima, de 16 de agosto dc 2005, en un antcrior proceso

Judicial; cn tanto, en el prcsente proceso, pretcnde que se declare inaplicable dicha

rcsolución adminjstrativa y qüe se ordcne el reajuste de la pe¡sión otorgada.

4. En consccucncia, se ve ftca quc el recurso de agravio constifucional incu¡re en ia

causal de rechazo prevista en el acápite d) dcl fundamento 49 de la sentencia

recaida en el Expcdiente 00987-2014-PA/TC y en el inciso d) dcl artículo 1l del

lleglamento Normativo del T¡ibunal Constitucional. Por esta razón, corresponde
declarar, sin más 1rámite, improcedente el recurso de ag¡avio constitucional.

Por esbs lundame¡tos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que lc confiere la
Constitr¡ción Politica del Pem, y la participación del magishado Espinosa Saldaña

Balrc¡a, convocado pam dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistr¿do Felrero Costa,

N,IIRANDA CANAI,ES
SARI)óN DE TABoAD 
¡]SPINOSA-SALDAÑA BAIIREILA. o a,ü

Lo

T{F]SUEL\¡t'

Doclar¡r INII'ROCEI)ENTE cl rccurso de agravio conslitucional.

Publíqr¡cse y notjllqucsc.
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3. En ese sentido, Ia Ley 23385, Ley Orgrinica del T¡ibunal de carantías
Constifucionales, vigente cD ese momentoJ estableció, en sus articulos 42 al46, que
dicho órgano, al encortrar una ¡esolución delegato a que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesalcs cn la
tramitación y rcsolucióD de la demanda, procederá a casar la sentencia y, Iuego de
señalar la deiciercia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) pala que emita nucvo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento quc, a todas luces, dilataba en exccso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutcla ante alnenazas y vulneración de derechos l'ue seriamente
modiñcado en la Constitucióo de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, habeas corpus, a:rnpáro, hdbeas dah
y acción de cunrplimiento. En segundo lugar, sc crca al T¡ibunal Constitucional
como órgano de control dc la constitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
califica cróneamente como "órgano de cont¡ol de la Constitución". No obstante, en

VOTO SINGULAR DEL MAGISTI{ADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Conslilución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el prcsente voto singular, para exprcsar respefuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 0098'1-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:
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EL TRIBUNAL CoNSTITUCIoNAL CoMo CoRTf, DE REVISIÓN o FALLo Y No DE
CASACIóN

1. La Co¡stitución de 1979 creó el T bunal de Garantias Constitucionalcs como
instancia de casación y la ConstitL¡ción de 1993 conviftió al T bunal Constitucional
en instancia de fallo. [-a Constitución del 79, por p mera vez en nuestÉ historia
constitucional, dispr¡so la creación de un órgano ad l¡oc, independiente del Poder
Judicial, con la tarca de garattizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos lündamentales.

2. La Ley fundamental de 1979 establcció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era L¡n órgano de control de la Constitución, que tenía j urisdicción
en todo el tcr¡ito¡io nacional para conocer, en vía de cdsac¡ón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
consti¡.ría una instancia habilitada pa¡a fallar en foma delinitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre Ios hechos invocados como amen¿Va o lesión a los
dere.hos reconocidos en la C,'nstilucion
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materia de procesos constitucionalcs dc Ia libertad, la Constitución establece que el
Tribunal Co¡stituciorlal cs instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al T blll1al Constitucional "conocer, en última y
delinitira instancid, las resolucíones denegatorias dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeds data y accíón de cumplimiento". Esta disposición
constituciolal, desde una posición de franca tutcla de los derechos fundamentales,
exige que el'fribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho l'ündamental. Una lectuaa diversa
contravend a mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la pcrsona humana y el respeto dc su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (articulo 1), y "la ohservancia del debido proceso y futela
jurisdiccional. Ninguna personu puede ser desviada de la jurisdicción
predeterminada por la le!, n¡ somet¡da a prccedimiefito dist¡nto de los preriamefile
establecíalos, ni jltzgada por órganos jurisdíccionales de excepción ru por
comisiones especiales creadas al efecto cualquiera sea su defioñi acióú",
consagrada en el articulo 119, inciso 3.

6. Como se advie¡tc, a dife¡encia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional ticne lugar por la vía del cerliolar¡
(Suprema Corte de ios Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de inlerp¡etación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cu¿udo el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder JL¡dicial. En otras palabras, si Io que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abri¡ la vía conespondiente para que el T¡ibunal Constitucional pueda
pronunciarsc. Pero la apeftura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análi'is de lo que.e pretrnJe. Je lo quc 'e inroc¿.

7. l,o constitucional es escuchar a la pa e como concretización de su derecho
i¡renunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucio¡al constituye el más
efectivo medio de defcnsa dc los de¡echos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados. lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad-

EL DERECUo A sER oiDo colto MANIFESTACIóN DE LA DENtocRA I IZACIóN DE Los
PRocEsos CoNsr.frucror^LES DE LA LTBERTAD

8. l,a administración de justicia constitucio¡al de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional. desde su crcación, es respetuosa, como corresponde, del derecho de
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defensa inhercntc a toda persona, cuya ma¡ifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior dc cualquier proceso en el cual se

rleterminen su. derechos. intereses y obligaciones.

9. Precisanente, mi alejamiellto respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin ¡ealiza¡se ¿udiencia de visla está rclacionado con la defens¡, la cual, sólo es

efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manem escrita y
oral, los a¡gumcntos pcrtinentcs, concretándosc el principio de inmediación quc
debe ¡egir ell todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administral justicia constituye una maniléstación del poder que el
Estado ostenta sobrc las pcrsonas, su ejercicio ¡esulta constitucional cuando se

brinda con eslricto respeto de los derechos inhe.entes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que Ia participación di¡ecta dc las partes, en defensa de sus iÍtereses,
que se concede eD la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiria sobre la esfe¡a de interés de
una persona sin pennitirle alegar Io correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y aDtidcmocrático. Además, el Tribural Constitr.rcional tiene el deber
ineludible de oplimizar, er, cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justilican sus decisiones. porquc cl 'fribunal Constitucional se
legitima no por sc¡ un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso qL¡e resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Hrúlanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tr«Íar al indiyiduo efi todo momento como
un verdadero ,tujefo del proceso, en el má¡^ amplio sentido de este concepto, y no
simplemente como ob¡eto del mismo"t , y q:oe "pdr.t que exista debído proceso legal
es prec¡so que un justíciable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
intereses efi.formu electiya y en condíciones de igualdad procesal con otros
just¡cidbles'".

' Co¡te lDH. Caso Bareto Leiva vs- Vcnezuela, sentencia del 17 de noviemb¡e de 2009,
páftafo 29.

'Co.t" IDH. Caso Hilaire, Const¿mtine y Beniamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunjo de 2002, pána1b 146.

twl



rff¡¡
§H7
\§¿/

f RIBUNAL CONSTITUCIONAL |iltililililililltiltl
EXP. N.o 00701-201 8-PA/TC
LIMA
MoISÉS TORRES ARENAS

NATURALEZA PROCESAL DEL IIECURSo DE AGRAVIo CoNSTITUCIoNAL

13. El modclo dc "instancia de tállo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Conslitucio¡al si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho lribunal es su intérprete sup¡omo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Comtitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libe¡tad la denominada
"sentencia interloouloria", el recurso de agmvio constitucional (RA.C) pierde su
verdadera esencia juridica, ya quc el T¡ibunal Constitucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalilicar' el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos l8 y 20 del Código Procesal ConstitucioÍal, el
Tribunal Constitucional no "corcede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior dcl Podcr Judicial. Al Tribtural 1o que le corresponde es conoce¡ del
RA.C y pronunciarse sob¡e cl fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechaza¡ dicho recurso, sino po¡ el contra o de "conocer" lo que la parte alega
como un rgrar i.r qu< le caus¿ indclcnsión.

16. Po¡ otro lado, la "se¡tencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación lórmulas imprccisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
idcntificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no defini¡lo. ni justificarlo,
convicrte ei empleo de Ia precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, cntre otros. el delecho lündamcntal de defensa, en su manifestación de ser
oído con las dcbidas ganntias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad. af'ectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivilar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, m¡rtatís mutdndis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
lállos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Dcl mismo modo, constituye una reallrmación de la natumleza
procesal de los procesos constitucio¡ales de la libertad (supletoriedad, via previa,
vias paralelas, litispende[cia. invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo. el hecho de quc los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza p¡ocesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo pam que se pueda desvi¡tuar la escncia principal del rccurso de agravio
constitücional.
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19. Po¡ tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sedc constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agmviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia pam la
vista, lo que gamntiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escucha¡ a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando tro encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cucnta quc, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción inlernacional de protección de derechos
humanos.

20. Como allrmó Rairl Ferrero Rebagliati, "la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, una defeísa totai de la Constitución, pues si toda garantia co¡stitucional
entaña el acceso a la prestación jurisdiccio¡al, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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